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Conflictos de interés y declaraciones de patrimonio.      Derecho Comparado.
El proyecto de ley (proyecto) sobre Probidad en la Función Pública, propone mejorar las declaraciones de patrimonio y de intereses y así evitar los conflictos de intereses que pueden afectar a las autoridades públicas. Obliga a las principales jefaturas de todos los servicios, órganos e instituciones del Estado a realizar dichas declaraciones como también a funcionarios de menor rango; alcanza además a los cónyuges de todos los anteriores (bajo régimen de sociedad conyugal). No se consideran las parejas de hecho, como sí lo hacen las legislaciones extranjeras analizadas.

En el proyecto, las actividades y bienes que deben ser incluidos en la declaración de patrimonio e intereses se establecen con amplitud y detalle a diferencia de lo ocurrido en algunas legislaciones extranjeras. No se establecen plazos anteriores o posteriores que pudieran quedar abarcados en la declaración, durante los cuales pudiesen haberse adquirido bienes.
Respecto de la oportunidad para presentar la declaración, el proyecto contempla todas las circunstancias que considera el Derecho Comparado, salvo la preventiva destinada a los candidatos a cargos públicos (como en EE.UU.). Al igual que en la legislación mexicana, se consagra un procedimiento electrónico para su presentación a través de la Contraloría General de la República (CGR).

Cada país cuenta con un órgano que recibe la declaración y otro fiscalizador, encargado de revisar la integridad y veracidad de las mismas y de su custodia. Conforme al proyecto ello le corresponderá a la CGR quien además podrá requerir información a diversas instituciones. 

En el Derecho Comparado, en general, todas las declaraciones patrimonio y/o intereses son de público acceso. Se exceptúan las declaraciones emitidas por funcionarios de los organismos de inteligencia y las de carácter reservado. En España, por ejemplo, el registro de actividades es público pero el de patrimonio es cerrado.

Para acceder a las declaraciones, en general se exige que ello sea solicitado por escrito y se prohíbe usarlas con fines ilícitos o comerciales, entre otros. En México y Francia, por ejemplo, se exige la autorización previa del afectado.

El proyecto sigue la misma línea en materia de publicidad de las declaraciones, pero no se pronuncia sobre la existencia de limitaciones al acceso público.

Las sanciones en nuestro país son por incumplimientos de carácter funcionario o administrativo (multa, destitución, inhabilidad y suspensión del cargo), graduándose la sanción en función del tipo de incumplimiento, acorde con lo establecido en legislaciones como la española o la mexicana.
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Introducción

Se analizan las declaraciones de intereses y de patrimonio contemplados en la legislación vigente, las modificaciones contenidas en el proyecto de ley, y los referentes que sobre la materia existen en la legislación de los Estados Unidos de Norteamérica (EE.UU.), Reino Unido, Canadá, Argentina, España, México y Francia, con énfasis en sus principales diferencias en cuanto a contenido de la declaración, autoridades obligadas a declarar, oportunidad de efectuarla y actualizarla, publicidad de la misma, órgano que fiscaliza y sanciones por incumplimiento. 

I. Antecedentes

De acuerdo a Chile Transparente, el conflicto de interés “se produce cuando los intereses privados de un funcionario público o autoridad, pueden verse afectados, a favor o en contra, debido al cumplimiento de sus deberes y responsabilidades con motivo del ejercicio de su función pública. Si hay una duda razonable sobre la percepción que existe entre el interés privado y las acciones del funcionario publico, éste enfrenta un conflicto de interés”
. 

Estos conflictos se pueden evidenciar gracias a las declaraciones de intereses y de patrimonio, las que no los resuelven por sí mismas. Por este motivo, en derecho comparado, se han desarrollado diversas medidas para evitar o solucionar dichos conflictos, y en razón de “la gravedad e implicancias que puede implicar un conflicto de interés”
. Entre las posibles medidas a adoptar están la enajenación de bienes, la dimisión de actividades externas, la renuncia al cargo oficial o el fideicomiso ciego
.

De acuerdo a la OECD, un enfoque moderno de política de conflicto de intereses debe incluir: identificación de riesgos; prohibiciones de intereses privados inaceptables; sensibilización respecto de las circunstancias en las que pueden producirse conflictos; y garantía de procedimientos eficaces para resolver las situaciones que implican conflictos de interés
.

En este contexto, el 3 de Mayo de 2011 se presentó el proyecto de ley de Probidad en la Función Pública
, que pretende regular tres tipos de mecanismos de prevención o solución de los conflictos de interés: las declaraciones de intereses y patrimonio, las enajenaciones de determinados bienes y el mandato de administración discrecional de cartera de valores.

II.
Regulación de conflictos de interés y declaraciones de patrimonio e intereses 

En cumplimiento del principio de probidad y del principio de transparencia, las autoridades y funcionarios deben actualmente efectuar una declaración de intereses y otra de patrimonio
. Respecto de las normas dictadas a este efecto en Chile, Estados Unidos de Norteamérica (EE.UU.), Canadá, España, Argentina, México, y Francia, podemos observar dos modelos regulatorios. 

Uno consistente en promover la integridad en lugar de exigir el cumplimiento. Se basa en el supuesto de que los titulares de cargos públicos en esencia quieren actuar de manera ética y honesta. De esta forma, en lugar de crear normas y reglamentos, se entregan principios que orientan a los servidores públicos respecto de su conducta profesional y sus intereses privados
.
El otro, con un enfoque más sancionatorio, con una serie de leyes thou shalt nots (“no podrás”), que componen el marco de actuación al cual deben ajustarse los titulares de cargos públicos
. Este enfoque comenzó a primar a partir de los años setenta, especialmente en los EE.UU.
.
1. Marco Normativo
1.1. Legislación vigente en Chile 

Los conflictos de interés se encuentran regulados  en el artículo 8° inciso primero de la Constitución Política
 que establece el deber de probidad en el ejercicio de la función pública y por las normas contenidas en distintos cuerpos normativos
. 

En materia de declaraciones de intereses y de patrimonio, la principal norma es la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado
 (LOCBGAE), en la cual se han establecido estas obligaciones a través de distintas modificaciones legales y normas reglamentarias complementarias: 
· Ley Nº 19.653 de 1999, Ley de Probidad, estableció principio de la “probidad administrativa”
 y la obligación de realizar la declaración de intereses.
· Decreto Nº 99
, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que reglamenta la declaración de intereses.
· Ley N° 20.088
, Ley de Declaración Patrimonial de Bienes, del 2006, perfeccionando las normas de la Ley de Probidad en dicha materia.
· Decreto Nº 45
, de 2006, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, reglamenta la declaración de patrimonio. 
Asimismo, los demás poderes del Estado también cuentan con normas especiales sobre la materia:

· Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, Ley Nº 18.918
 de 1990, para senadores y diputados.
· Código Orgánico de Tribunales, Ley Nº 7.421
 de 1943.
1.2. Proyecto de Ley de Probidad en la Función Pública 
Como señalamos, en el proyecto de ley de Probidad en la Función Pública se regulan, entre otros mecanismos, las declaraciones de intereses y patrimonio. Como vimos en el apartado anterior, estas declaraciones ya se encontraban reguladas en nuestra legislación, pero gracias al proyecto dicha normativa se homologa, complementa y perfecciona. 
1.3. Derecho Comparado 

En el Derecho Comparado, las normas sobre conflictos de interés que afectan a las autoridades y funcionarios públicos se encuentran dispersas en los ordenamientos jurídicos respectivos. 
Algunos países, como Estados Unidos de Norteamérica, Canadá y el Reino Unido, existen los denominados “códigos de ética” que señalan los valores fundamentales del servicio y regulan los procedimientos para resolver los conflictos de intereses que ocurren en el ámbito legislativo, así como para sancionar los actos de los legisladores contrarios a sus normas
. 

En Latinoamérica, los códigos de este tipo son escasos, pues las reglas de ética parlamentaria se encuentran en las Constituciones, en las leyes orgánicas o en los reglamentos de los órganos representativos, referidos especialmente a las inhabilidades, incompatibilidades y causas de cesación en el cargo
.
a. Estados Unidos de Norteamérica (EE.UU.)
La Ley de Ética Gubernamental de 1978 (Ethics in Government Act, EGA)
 regula la actividad ética y los posibles conflictos de intereses económicos y financieros de los funcionarios y miembros de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, a nivel estatal y federal. Luego, la Ley de Reforma Ética del año 1989 (Ethics Reform Act of 1989) introdujo los “acuerdos éticos” (Ethics Agreements)
. 

Además, cada uno de los tres poderes, a nivel federal, ha establecido sus propios programas para gestionar los conflictos de intereses en relación a sus propios funcionarios y empleados. 
b. Canadá 

El régimen federal canadiense de regulación de los conflictos de interés se encuentra actualmente contenido en la Ley de Conflictos de Interés (Conflict of Interest Act)
 del año 2006, aplicable a los titulares de cargos públicos, y por códigos de conducta sobre la materia, adoptados tanto por la Cámara de los Comunes como por la de Senadores (Conflict of Interest Code for Members of teh House of Commons, de 2004 y Conflict of Interest Code for Senators, de 2005), de acuerdo a lo dispuesto por la Ley del Parlamento de Canadá (Parliament of Canada Act)
.  

Además, la Ley de Conflictos de Interés consagró a nivel legislativo el ya existente, desde el año 1985, Código de Conflictos de Interés y Pos-Empleo para los Titulares de Cargos Públicos (Conflict of Interest and Post-Employment Code for Public Office Holders)
. Todos los demás funcionarios públicos deben observar el Código de Ética y Valores para el Servicio Público (Values and Ethics Code for the Public Service)
. 
Las provincias y territorios de Canadá también han establecido sus propias reglas y sistemas para el manejo de los conflictos de interés.
c. España 

La Ley de Conflictos de Intereses de miembros de Gobierno y de Altos Cargos de la Administración Pública, Ley 5/2006
, en su Título II, denominado “Conflictos de Intereses” regula, en los artículos 11 y 12, la declaración de actividades y la declaración de bienes y derechos, respectivamente, a que están obligados los altos cargos de la Administración Pública. 

Por su parte, la Ley Orgánica 5/1985
, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, en el artículo 160, establece que los Diputados y Senadores están obligados a formular una declaración de todas las actividades que puedan constituir causa de incompatibilidad y de las demás actividades que les proporcionen ingresos económicos, así como de sus bienes patrimoniales, tanto al adquirir como al perder su condición de parlamentarios, así como cuando modifiquen sus circunstancias.

d. Argentina 

La Ley 25.188
, de 29 de Septiembre de 1999, Ley de Ética de la Función Pública (LEFP), establece en su artículo 1º que “La presente ley de ética en el ejercicio de la función pública establece un conjunto de deberes, prohibiciones e incompatibilidades aplicables, sin excepción, a todas las personas que se desempeñen en la función pública en todos sus niveles y jerarquías, en forma permanente o transitoria, por elección popular, designación directa, por concurso o por cualquier otro medio legal, extendiéndose su aplicación a todos los magistrados, funcionarios y empleados del Estado”.
e. México
La Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos
 (LFRASP), del año 2002, establece en el artículo 8º que todo servidor público tiene la obligación de “XV.- Presentar con oportunidad y veracidad las declaraciones de situación patrimonial, en los términos establecidos por la Ley”. 

Luego, entre los artículos 35 al 47 se establece detalladamente el régimen de Registro Patrimonial de los Servidores Públicos. 
f. Francia 
La Ley Nº 88-227 del 11 de marzo de 1988, relativa a la transparencia financiera de la vida política (Loi n°88-227 du 11 mars 1988 relative à la transparence financière de la vie politique) y sus modificaciones
 establece la obligación de presentar una declaración de situación patrimonial, que permite evaluar la evolución de la situación patrimonial de algunos cargos electos políticos así como la de algunos dirigentes de organismos públicos. 

En cuanto a la obligación de senadores y diputados de realizar declaración de patrimonio, ésta se encuentra consagrada en el Código Electoral
 (artículo LO135-1 en relación al artículo LO296). 

2. Autoridades obligadas a declarar intereses y patrimonio
2.1 Legislación vigente en Chile
De acuerdo a la legislación vigente en Chile, las autoridades sujetas a la obligación de realizar declaración de intereses son las siguientes (artículos 57 LOCBGAE y artículos 7º Reglamento del 2000): Presidente de la República, Ministros de Estado y Subsecretarios, Intendentes y Gobernadores, Secretarios Regionales Ministeriales ,Jefes Superiores de Servicio, Embajadores, Consejeros del Consejo de Defensa del Estado, Contralor General de la República, Oficiales generales y oficiales superiores de las Fuerzas Armadas, Oficiales Generales y Oficiales Superiores de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones de Chile, Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, Demás autoridades y directivos, profesionales, técnicos y fiscalizadores de la Administración del Estado que se desempeñen hasta el nivel de Jefe de Departamento o su equivalente, Alcaldes y Concejales, Consejeros Regionales, Secretario Ejecutivo del Consejo Regional, Funcionarios que, además del Alcalde, integren la planta de personal de las municipalidades y los personales a contrata, hasta el nivel de Jefe de Departamento o su equivalente; Directores de sociedades anónimas nombrados por el Estado o por sus organismos; Directores y gerentes de empresas del Estado que, en virtud de leyes especiales, se encuentren sometidas a la legislación aplicable a las sociedades anónimas.
Por su parte, las autoridades sujetas a la obligación de realizar declaración de patrimonio son, además de las señaladas en el artículo 57 LOCBGAE y el artículo 2 del Reglamento del 2006, las siguientes:  Senadores y Diputados
; Miembros del Escalafón Primario a que se refiere el artículo 267 del Código Orgánico de Tribunales y de la segunda serie del Escalafón Secundario a que se refiere el artículo 269 del Código Orgánico de Tribunales
; Ministros titulares y los abogados integrantes del Tribunal Constitucional; Fiscal Nacional, Fiscales Regionales y Fiscales Adjuntos; Consejeros del Banco Central; Ministros titulares y los Ministros suplentes del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia; Ministros del Tribunal Calificador de Elecciones y de los Tribunales Electorales Regionales; y Cónyuges de todos los anteriores que estén casados bajo régimen de sociedad conyugal (en el caso que el cónyuge del declarante sea mujer, quedarán excluidos de la declaración todos los bienes que ésta administre separadamente de conformidad a los artículos 150, 166 y 167 del Código Civil).
2.2 Proyecto de ley

El proyecto de ley reúne a todas las autoridades y funcionarios, incluyendo a las que no forman parte de la Administración del Estado, y que se encontraban dispersos en distintas normativas, homologando, en un mismo texto, su regulación. Además, se agregan las siguientes autoridades a los obligados:

· Integrantes titulares y suplentes del Tribunal de Contratación Pública y su Ministro de Fe;

· Consejeros del Consejo de Alta Dirección Pública;

· Miembros del Consejo para la Transparencia; y
· Defensores Locales.
Aunque se homologan normas para todos los funcionarios y autoridades mencionadas, el proyecto de ley distingue la situación en que se encuentra cada autoridad, estableciendo un sistema de responsabilidades y sanciones propio para cada caso.
2.3 Derecho Comparado 

En el Derecho Comparado, las autoridades obligadas a declarar, de acuerdo a las principales normas que regulan la ética de los funcionarios públicos, generalmente abarcan a las altas jefaturas del Estado y del Gobierno, según el sistema de gobierno de que se trate. Muchas veces incluye también a los miembros de las otras ramas del Estado (legislativo y judicial) y otras autoridades pertenecientes a órganos de la jurisdicción constitucional o de carácter contralor (salvo que tengan reglas especiales).
En los sistemas parlamentarios estudiados, (Canadá
 y España
), se observa que están obligados a efectuar declaración de patrimonio y/o intereses, los miembros del Gobierno (Primer Ministro), ministros/secretarios de Estado, miembros del staff ministerial, representantes del Gobierno en provincias y comunidades autónomas, directivos de empresas públicas, jefes de misiones diplomáticas, etc. Los miembros del poder legislativo y judicial se rigen por normas especiales
.

En las repúblicas presidencialistas (EE.UU.
, Argentina
 y México
) todas las legislaciones respectivas incluyen a los altos cargos del poder ejecutivo (presidente/vicepresidente, ministros, secretarios, subsecretarios, embajadores, etc.), legislativo (senadores y diputados federales), judicial (altas magistraturas federales, por ejemplo, ministros de Corte Suprema) y otros órganos independientes (ministerio público, contraloría, etc.). Además, en el caso de México y Argentina se hace extensiva esta obligación a todos los funcionarios públicos que ostenten cargos a partir de determinado rango (director, secretario, jefe de departamento), tanto del ámbito administrativo, legislativo como judicial.

En el caso de EE.UU. se agregan a los candidatos a los cargos ya señalados y en el de Argentina, se incluyen el personal activo de las Fuerzas Armadas. 

Por último, en Francia, sistema semipresidencialista, el criterio para determinar la obligatoriedad de la declaración es el que se trate de personas con cargos de elección, como los miembros del gobierno (primer ministro, ministros y secretarios de estado); diputados y senadores; diputados europeos; cargos locales (alcaldes de comunas con más de 30.000 habitantes) y regionales de elección popular; etc. y otros que la ley señale, como dirigentes de empresas nacionales
.

El proyecto de ley sigue el mismo patrón regulatorio de los países analizados con régimen presidencialista, pues incluye a las principales jefaturas de todos los servicios, órganos e instituciones del Estado, sean de carácter administrativo, legislativo o judicial. Además, extiende la obligación de realizar declaración de patrimonio e intereses a los funcionarios de menor rango. Por último, aunque incluye a los cónyuges de todos los anteriores, casados bajo régimen de sociedad conyugal, no se consideran las parejas de hecho, cómo sí lo hacen todas las legislaciones extranjeras analizadas.
3. Contenido de la declaración de intereses y/o de patrimonio

3.1 Legislación vigente en Chile
Actualmente, nuestra legislación exige a ciertas autoridades y funcionarios la realización de dos tipos declaraciones:

a. La declaración de intereses, que consiste en un detalle de las actividades económicas y profesionales
 de la autoridad o funcionario (artículos 59 y siguientes de la LOCBGAE). 
Estas actividades deben estar detalladas incluyendo distintos datos según se trate de servicios prestados a personas jurídicas con o sin fines de lucro o de meras colaboraciones o aportes (artículo 6º Reglamento del 2000). 

b.
La declaración de patrimonio, que contiene una singularización completa de los bienes relevantes y el pasivo superior a 100 UTM de la autoridad o funcionario declarante.  Los bienes que deben ser individualizados son (artículo 60 E LOCBGAE): 
· Inmuebles, indicando las prohibiciones y gravámenes que les afecten;

· Vehículos motorizados; 

· Valores del declarante (acciones, opciones a la compra y venta de acciones, bonos, debentures, cuotas de fondos mutuos, planes de ahorro, efectos de comercio y, en general, todo título de crédito o inversión), sea que se transen en Chile o en el extranjero; 

· Derechos que le corresponden en comunidades o en sociedades constituidas en Chile o en el extranjero. 

3.2 Proyecto de ley

El proyecto establece  una sola declaración, en la cual deben detallarse todas las actividades y los bienes del declarante, indicando su valorización. Estas actividades y bienes son los siguientes:
· Actividades profesionales y económicas sean éstas remuneradas, gremiales o de beneficencia en que participe la autoridad o el funcionario.

· Bienes inmuebles situados en el país o en el extranjero.

· Vehículos motorizados y otros bienes muebles sujetos a registro público.

· Derechos o acciones en comunidades o sociedades constituidas en Chile o en el extranjero.

· Valores (acciones, bonos, debentures, etc.), sea que se transen o no en bolsa, tanto en Chile como en el extranjero, siempre que el declarante posea directamente o por intermedio de otras personas, un porcentaje del capital o derechos de la sociedad superior al 10%, o que le permita elegir o hacer elegir uno o más de sus administradores o directores, califique como controlador o ejerza una influencia decisiva en la administración o gestión de la sociedad.

· Contratos de mandato de administración de activos.

· Créditos u otras obligaciones con cualquier Banco, Institución Financiera o crediticia, y cuentas por cobrar, saldos de precio, iguales o superiores a las 300 UTM.

· Inversiones en el sistema financiero que se mantengan en Chile o en el extranjero.

Señala además que un reglamento establecerá los requisitos de la declaración, el detalle de la información que voluntariamente podrá incorporarse en ella y los bienes muebles sujetos a registro que deberán incluirse en la declaración.
3.3 Derecho Comparado 

En Derecho Comparado, se establecen ambos tipos de declaraciones separada o conjuntamente: de intereses o actividades y de patrimonio (bienes y derechos) separadamente. En EE.UU.
, Canadá
 y España
, las declaraciones deben comprender tanto los bienes que componen su patrimonio, como sus intereses y actividades (aunque en España son documentos separados). En cambio, en Argentina
, México
 y Francia
 el énfasis de la declaración se encuentra en el patrimonio del funcionario.

En general, observamos que los siguientes tipos de bienes se incluyen en las declaraciones: todo tipo de ingresos (con sus fuentes y montos) percibidos (en Canadá se exige dentro de los últimos 12 meses antes del nombramiento y los que espera recibir en los siguientes 12 meses); inversiones (acciones, bonos, debentures, etc.); inmuebles (con fecha de adquisición y tasación); otros bienes muebles, pasivos (con plazos, acreedores, montos); regalos y viajes aceptados (generalmente sobre determinado valor); etc.

Las declaraciones de intereses y actividades incluyen, por lo general, los cargos de confianza y empleos ocupados fuera del servicio público, indicando fechas
; actividades desempeñadas por si o por terceras personas en su lugar y las que vaya a realizar una vez que hubiese cesado en el desempeño del cargo (España); acuerdos y compromisos con vistas a futuros empleos; ausencias temporales; aportaciones o participaciones en planes de pensiones de un anterior empleador (EE.UU.); nombres de personas u organizaciones a quienes se prestaron servicios personales remunerados; participación en sociedades comerciales; reconocimientos con motivo de sus empleos, cargos o comisiones y modificaciones al patrimonio durante el desarrollo del cargo (México); etc. 

Tanto en EE.UU. como en Canadá existen dos tipos de declaraciones de acuerdo a la publicidad de las mismas. Desde el punto de vista del contenido, las declaraciones confidenciales o reservadas pueden incluir bienes o actividades no incluidos en las públicas, sea por determinación de la ley (en Canadá se incluyen bienes o activos “declarables”
, en oposición a los “controlados”, que son objeto de fideicomiso ciego o bien se encuentran exentos) o del órgano fiscalizador respectivo.

La ley indica, además, un detalle de los bienes que deben ser incluidos: bienes inmuebles, bienes muebles, valores, participación en sociedades, depósitos bancarios, dinero en efectivo, pasivos, ingresos y egresos derivados de su actividad independiente y/o profesional, e ingresos y egresos anuales derivados de rentas o de sistemas previsionales.
Argentina, España y México también exigen al declarante acompañar su última presentación ante el órgano tributario respectivo, cuando corresponda.
Asimismo, en EE.UU., Canadá, España
, Argentina, México
 y Francia se incluyen ciertos bienes, ingresos, débitos y regalos recibidos (en el país o en el extranjero, de acuerdo a las normas en Argentina) por el cónyuge/pareja de hecho/conviviente/concubina(no) del obligado y por sus hijos dependientes (en Canadá, sean hijos comunes o no y en Argentina). Esta obligación en Canadá sólo opera respecto de los Ministros de la Corona, los Ministros de Estado o los secretarios parlamentarios. 

Comparativamente, en el proyecto chileno destaca la amplitud y detalle con que se enumeran las actividades y bienes que deben ser incluidos en la declaración de patrimonio e intereses, a diferencia de lo ocurrido en algunas legislaciones extranjeras. Además, al reunir en una sola declaración ambas categorías de potenciales fuentes de conflictos de interés, se podría considerar que facilita su fiscalización. No se establecen plazos anteriores o posteriores que pudieran quedar abarcados en la declaración (como en el caso de Canadá, por ejemplo), durante los cuales pudiesen haberse adquirido bienes comprometidos o recibirse ingresos por empleos futuros.

4. Oportunidad de efectuar la declaración y actualizarla

4.1 Legislación vigente en Chile
La declaración de intereses debe presentarse dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha de asunción del cargo (artículo 59 LOCBGAE) y actualizarse cada cuatro años y cada vez que ocurra algún hecho relevante que afecte o altere las actividades profesionales y económicas del funcionario o autoridad (artículo 61 LOCBGAE y artículo 12 Reglamento del 2000). 

La declaración de patrimonio debe presentarse dentro de los treinta días siguientes a la asunción en el cargo y debe ser actualizada cada cuatro años, cada vez que el declarante sea nombrado en un nuevo cargo y al concluir sus funciones. También podrá actualizarla ante la ocurrencia de hechos que afecten o alteren su situación patrimonial o económica (artículo 60 D LOCBGAE y artículo 12 Reglamento del 2006). 
4.2 Proyecto de ley

El proyecto de ley amplía el plazo para efectuar la declaración a 60 días contados desde la fecha de la asunción del cargo. Asimismo, la declaración deberá actualizarse cada 4 años o transcurridos 60 días desde que ocurra un hecho relevante que la modifique, y dentro de los 60 días siguientes al término de sus funciones. 
Asimismo, consagra un procedimiento electrónico para su presentación a través del sitio web de la Contraloría General de la República.
4.3 Derecho Comparado 

En el Derecho Comparado, observamos cinco diferentes oportunidades para la presentación de la declaración de interés y/o patrimonio:

g. Antes de confirmarse la designación del candidato para asumir el cargo respectivo (candidatos)
Este es el caso de EE.UU., donde esta medida tiene el carácter de preventiva en el proceso de confirmación de candidatos a los cargos de Presidente y los más altos cargos del Ejecutivo, debiendo presentar su declaración, durante los cinco días siguientes a su nominación. A partir de esta declaración, la OGE, la Casa Blanca y la agencia correspondiente revisan el estado financiero y las relaciones del candidato, para exigirle que dé cuantos pasos sea necesario para evitar conflictos de intereses antes de ocupar el nuevo cargo. 

h. Desde la designación o al momento de asumir el cargo respectivo 
En EE.UU.
 una vez designado el funcionario, debe efectuar la declaración pública en el plazo de 30 días desde la asunción del cargo. 
En Canadá
, la declaración reservada debe ser evacuada dentro del plazo de 60 días desde la designación, pero, respecto de la declaración pública, los plazos varían según lo que la ley señale para cada caso específico: respecto de sus bienes, dentro de 120 días después del nombramiento del declarante; los cargos directivos, dentro de 120 días desde el nombramiento; los regalos o beneficios, en el plazo de 30 días después de la aceptación de los mismos; los pasivos superiores a $10.000 dólares canadienses, en el plazo de 120 días desde el nombramiento; y los viajes aceptados, en el plazo de 30 días desde la aceptación. 

En España
, tanto la declaración de actividades como la patrimonial deben hacerse en el plazo de 3 meses desde las fecha de inicio de cargo. 
En Argentina
, las personas obligadas deben presentar su declaración patrimonial dentro del plazo de 30 días hábiles, desde la asunción del cargo. En México
, si se trata de la declaración inicial, dentro de los 60 días siguientes a la toma de posesión con motivo del ingreso al servicio público por primera vez; del reingreso al servicio público después de 60 días desde el término de su último cargo, o del cambio de dependencia o entidad, en cuyo caso no se presentará la de conclusión.

En Francia
, las personas obligadas deben presentar declaración de situación patrimonial en el plazo de dos meses desde su designación (por ej. miembros del Gobierno) o desde la asunción del cargo (por ej. senadores y diputados).

i. Durante el desempeño del cargo respectivo, en el plazo legal o en caso de producirse modificaciones en el patrimonio del declarante 

En EE.UU., debe efectuarse la declaración pública anualmente, a más tardar el 15 de mayo del año siguiente al cual ésta se refiere. 

En Canadá, desde la ocurrencia del cambio sustancial en su declaración reservada, el funcionario debe reportarlo al Comisionado en el plazo de 30 días. 

En Argentina y México, la información contenida en las declaraciones juradas debe ser actualizada anualmente.

En Francia, en caso de ocurrir un cambio sustancial en el patrimonio de las autoridades obligadas a hacer declaración, durante el ejercicio de su mandato o funciones, éstas deberán darlo a conocer cuando lo juzguen pertinente.   

j. Al término del ejercicio de la función pública
En los EE.UU. y en Argentina, debe efectuarse la declaración pública dentro de los 30 días siguientes al término del ejercicio del cargo.

En España, las declaraciones deben efectuarse en el plazo de 3 meses desde el cese en el cargo y cuando el interesado inicie una nueva actividad.  

En México, tratándose de la declaración de conclusión del cargo, debe presentarse dentro de los 60 días siguientes al cese.
En Francia, las personas obligadas deben presentar su declaración un mes después de la expiración del mandato, así como en caso de disolución de la Asamblea Nacional o del cese de funciones de un miembro por cualquier otra razón que la muerte del mismo.

k. A petición del órgano fiscalizador o supervisor respectivo 

En EE.UU., la declaración confidencial sólo debe efectuarse a requerimiento del oficial de ética respectivo.

En consecuencia, el proyecto de ley contempla todas las circunstancias que considera el Derecho Comparado para efectuar la declaración de patrimonio e intereses (inicial, modificatoria y final), salvo la preventiva destinada a los candidatos a cargos públicos (como en EE.UU.). Además, al igual que lo señalado en la legislación mexicana, se consagra un procedimiento electrónico para su presentación a través del órgano fiscalizador, esto es, la Contraloría General de la República.

5. Órgano fiscalizador y existencia de registros de declaraciones 
5.1 Legislación vigente en Chile
La declaración de intereses se presenta en tres ejemplares, los que son autentificados al momento de su recepción por el ministro de fe del órgano u organismo a que pertenezca el declarante o, en su defecto, ante notario. Uno de ellos es remitido a la Contraloría General de la República o a la Contraloría Regional, según corresponda, para su custodia, archivo y consulta, otro se deposita en la oficina de personal del órgano u organismo que los reciba, y otro se devuelve al interesado (artículo 61 LOC BGAE). 

La declaración de patrimonio se otorga en dos ejemplares y deberá presentarse ante la autoridad o funcionario que corresponda (Contralor General de la República o el Contralor Regional respectivo, Secretario General del Senado o de la Cámara de Diputados, Secretario de la Corte Suprema o el Secretario de la Corte de Apelaciones respectiva, Secretario del Tribunal respectivo, Fiscal Nacional y Vicepresidente del Banco Central), de conformidad con el artículo 12 del Reglamento, y un ejemplar se devolverá al interesado.

5.2 Proyecto de ley

El proyecto de ley establece que la Contraloría General de la República fiscalizará la integridad y veracidad del contenido de la declaración de intereses y patrimonio, pudiendo solicitar información de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, la Superintendencia de Valores y Seguros, los Registros de Comercio, el Conservador de Bienes Raíces y el Servicio de Registro Civil.
El proyecto requiere mantener la información histórica, de manera de asegurar la conservación de la información referida a las actividades económicas y profesionales de las autoridades y funcionarios, aún cuando se hayan desvinculado del servicio o institución respectiva.
Además, se le otorga valor probatorio a la declaración de intereses y de patrimonio, así como a sus actualizaciones, pues tendrán la calidad de declaraciones juradas para todos los efectos legales.
5.3 Derecho Comparado 

En el Derecho Comparado existen diversos tipos de órganos fiscalizadores, ubicados tanto dentro de la Administración Pública como en otros poderes del Estado.  

Observamos claramente esta diferenciación en los EE.UU., donde cada rama del gobierno federal es responsable de su propio programa de ética y, por tanto, los entes que gestionan y fiscalizan el cumplimiento de la obligación de realizar declaración de patrimonio e intereses varía. En el caso del poder ejecutivo, la Oficina de Ética Gubernamental (U.S. Office of Government Ethics - OGE)
, es la entidad encargada de recoger, registrar y analizar las declaraciones en el ámbito del poder ejecutivo, como también de detectar, advertir y aconsejar a los individuos respecto de conflictos de interés en que podrían verse envueltos y las medidas preventivas o paliativas para evitarlos. 
Como complemento a las normas de conducta que son aplicables a cada funcionario del Ejecutivo, las agencias pueden, con la aprobación de la OGE, desarrollar disposiciones más estrictas para todos o parte de los empleados, como los agentes de aduanas, funcionarios de la agencia federal de impuestos (Internal Revenue Service – IRS), y los fiscales del Departamento de Justicia
.
En el caso del poder legislativo, cada cámara cuenta con su propia instancia de fiscalización: el Senado cuenta con el Comité de Ética (Senate Select Committee on Ethics)
 y la Cámara de Representantes con el Comité de Estándares de Conducta Oficial (House Committee on Standards of Official Conduct)
. Por último, en el poder judicial, existe para estos fines un comité (Judicial Conference Committee on Codes of Conduct)
 encargado de los códigos de conducta de jueces y funcionarios judiciales
.

Las declaraciones de patrimonio e intereses son presentadas ante el funcionario de ética de la agencia respectiva en la que el funcionario desarrolla o va a desarrollar sus labores. En el caso del Presidente, el Vicepresidente y otros casos especiales, estos deberán presentar su declaración ante el Director de la Oficina de Ética Gubernamental (sección 103 EGA).

En Canadá
, el Comisionado de Conflicto de Intereses y Ética está encargado de aplicar las normas sobre la materia, contenidas en la Ley de Conflictos de Interés, respecto de los titulares de cargos públicos, y en el Código de la Cámara de los Comunes, respecto de sus miembros
. Éste es designado por el Gobernador General de Canadá, previa consulta y aprobación de la Cámara de los Comunes (artículo 81 Ley del Parlamento). Por su parte, el Senado cuenta, desde el 2004, con su propio funcionario encargado de estas materias (Senate Ethics Officer)
.
El Comisionado debe mantener un registro en el que consten, entre otros documentos, las declaraciones públicas y los resúmenes de declaraciones, para ser revisadas por el público. La información contenida en los informes confidenciales, deben ser revisadas anualmente por el Comisionado y el titular del cargo público respectivo, pudiendo hacerlo también, en cualquier momento, a petición de un parlamentario o de propia iniciativa.

En España
, las declaraciones de actividades y las patrimoniales se hacen ante la Oficina de Conflictos de Intereses, que depende del Ministerio de Administraciones Públicas y es responsable de la custodia, seguridad e indemnidad de los datos y documentos que en ellos se contengan. La Oficina lleva el Registro de Actividades y el Registro de Bienes y Derechos Patrimoniales de Altos Cargos. En el caso de senadores y diputados, las declaraciones sobre actividades y bienes se inscriben en un Registro de intereses, constituido en cada una de las Cámaras bajo la dependencia directa de sus respectivos Presidentes. 

En Argentina, las declaraciones juradas se depositan en los respectivos organismos, los que deben remitir, en el plazo de treinta días, una copia a la Comisión Nacional de Ética Pública. La falta de remisión dentro del plazo establecido, sin causa justificada, se considera falta grave del funcionario responsable del área (artículo 7 LEFP). 

En México
, las declaraciones de situación patrimonial podrán ser presentadas a través de formatos impresos; de medios magnéticos con formato impreso o de medios remotos de comunicación electrónica. La Secretaría de la Función Pública lleva un registro de servidores públicos en el que se inscriben los datos curriculares de los servidores públicos obligados a presentar declaración de situación patrimonial, sus funciones, ingresos, bienes, inversiones, deudas y los procedimientos administrativos de que hayan sido objeto. 
Además, la Secretaría puede llevar a cabo investigaciones o auditorías para verificar la evolución del patrimonio de los servidores públicos, durante el tiempo en que el servidor público desempeñe su cargo y hasta tres años después de haberlo concluido.

La información relacionada con las declaraciones de situación patrimonial de los servidores públicos, tendrá valor probatorio cuando lo solicite a la Secretaría el Ministerio Público o la autoridad judicial, en el ejercicio de sus respectivas atribuciones, el servidor público interesado o bien cuando la propia Secretaría lo requiera con motivo de la sustanciación de procedimientos administrativos de responsabilidades.

En Francia
, a la Comisión para la transparencia financiera de la vida política (Commission pour la transparence financière de la vie politique)
 corresponde la revisión de las declaraciones de patrimonio de las autoridades públicas. La Comisión está conformada por el vicepresidente del Consejo de Estado, el primer presidente de la Corte de Casación y el primer presidente del Tribunal de Cuentas, además de otros seis miembros de distintos ámbitos, como diputados, jueces, etc.
Cuando la Comisión constate evoluciones de patrimonio para las cuales no dispone de explicaciones satisfactorias, transmitirá el expediente a las autoridades judiciales, después de haber exigido al interesado hacer sus descargos oralmente o por escrito.
De este modo, cada país cuenta con un órgano que recibe la declaración (normalmente la misma institución a la que pertenece el funcionario) y otro fiscalizador, encargado de revisar la integridad y veracidad de las declaraciones de patrimonio e intereses, así como de su custodia, siendo en nuestro país esta labor llevada a cabo por la Contraloría General de la República. Para el cumplimiento de esta función, el proyecto de ley le entrega la facultad de requerir información a diversas instituciones y la obligación de preservar la información histórica. 

6. Publicidad de la declaración y acceso a la información 
6.1 Legislación vigente en Chile
Tanto la declaración de intereses como la de patrimonio (artículos 59 y 60 D LOCBGAE) son públicas.

6.2 Proyecto de ley

El proyecto de ley reitera lo anterior, por cuanto la declaración de intereses y patrimonio es pública. Además, asegura la conservación de la información referida a las actividades económicas y profesionales de las autoridades y funcionarios, a pesar de la desvinculación de alguna de ellas al servicio o institución respectiva.
6.3 Derecho Comparado 

a. Acceso público o restricción a las declaraciones 

En el Derecho Comparado, en general, salvo que se establezca lo contrario, todas las declaraciones patrimonio y/o intereses son de público acceso.

Tanto EE.UU.
 como Canadá
 establecen declaraciones públicas y declaraciones confidenciales o reservadas. En el primer país, sólo se exceptúan de la regla de la publicidad aquellas emitidas por los funcionarios de los organismos encargados de tareas de inteligencia, en cuyo caso son reservadas, al igual que aquellas que se exijan a cualquier funcionario con tal carácter. 
En cuanto a los requisitos de acceso a dichas declaraciones, tanto EE.UU. como España exigen que ello sea solicitado por escrito, identificándose y comprometiéndose a no usar la información con fines ilícitos. 

En Argentina
 las  declaraciones pueden ser consultadas y entregarse copia de ellas a toda persona que lo solicite por escrito, con la debida intervención del organismo que las haya registrado y depositado. Además, dichas solicitudes también quedarán a disposición del público durante el período en que deban conservarse las declaraciones juradas. Además, no podrán utilizarse para propósitos ilegales o comerciales (exceptuando a los medios de comunicación para la difusión al público en general), para determinar o establecer la clasificación crediticia de cualquier individuo, o para efectuar una solicitud de dinero con fines políticos, benéficos o de otra índole. 

En España
, el régimen de confidencialidad es distinto según el tipo de declaración de que se trate. En el caso del Registro de Actividades, éste tiene un carácter público, mientras que el Registro de Bienes y Derechos Patrimoniales tiene el carácter de reservado, al que sólo pueden tener acceso, además del propio interesado: el Congreso de los Diputados y el Senado, los órganos judiciales y el Ministerio Fiscal.
En México
, el Registro de Servidores Públicos que lleva la Secretaría de la Función Pública es de libre acceso pero la información relativa a la situación patrimonial sólo se puede hacer pública con la autorización previa y específica del funcionario de que se trate. La información relativa a la situación patrimonial estará disponible hasta por un plazo de tres años posteriores a que el servidor público concluya su empleo, cargo o comisión.

b. Publicación de las declaraciones 
En España las declaraciones de bienes y derechos patrimoniales de los miembros del Gobierno y de los Secretarios de Estado se publican en el Boletín Oficial del Estado, omitiéndose los datos referentes a la localización de los bienes y salvaguardando la privacidad y seguridad de sus titulares. 

En Argentina, las declaraciones juradas deben publicarse en el plazo de noventa días en el Boletín Oficial. 
En Francia
, las declaraciones depositadas y las observaciones formuladas pueden ser comunicadas sólo a petición del declarante o de sus herederos o a requerimiento judicial, cuando su comunicación sea necesaria para la resolución de un litigio o útil para el descubrimiento de la verdad. Sin embargo, la Comisión para la transparencia financiera de la vida política, cada vez que lo considere necesario o cada tres años, debe elaborar un informe sobre la materia y publicarlo en el Diario Oficial, sin referencias nominales de la situación patrimonial de los declarantes.
c. Obligaciones funcionaria en materia de transparencia y confidencialidad

En EE.UU. es obligación de todas las agencias del gobierno, las oficinas de supervisión ética existentes en el poder ejecutivo o judicial y los Secretarios de la Cámara de Representantes y del Senado, poner a disposición del público estas declaraciones.
En Canadá, toda información recibida por el Comisionado debe mantenerse confidencial, mientras no se elabore la declaración pública respectiva.

En España, el personal de la Oficina de Conflictos de Intereses tiene el deber permanente de mantener en secreto los datos e informaciones que conozca por razón de su trabajo. 
En Francia, la Comisión debe asegurar la confidencialidad de las declaraciones recibidas como de las observaciones formuladas por los declarantes sobre la evolución de su patrimonio. 
De lo observado en el Derecho Comparado, el proyecto de ley estaría alineado con la normativa extranjera en materia de publicidad de las declaraciones. Sin embargo, no se pronuncia sobre la existencia de limitaciones al acceso público.

7. Sanciones

7.1 Legislación vigente en Chile
La no presentación oportuna de declaraciones (intereses o patrimonio) es sancionada con multa de 10 a 30 UTM, mientras que la no actualización de las mismas se sancionará con multa de 5 a 15 UTM (artículos 24 y 27 Reglamento del 2000 y artículos 24 y 27 Reglamento del 2006)

La introducción, a sabiendas, de datos erróneos o inexactos o la omisión de algún antecedente en la declaración de intereses se sanciona administrativamente con la medida disciplinaria de destitución (artículo 25 Reglamento del 2000) y en la de patrimonio con multa de 10 a 30 UTM (artículo 25 Reglamento del 2006).

7.2 Proyecto de ley

En el proyecto de ley se realizan las siguientes modificaciones:

· Homologa la sanción por no declarar oportunamente, no actualizar la declaración de patrimonio al momento de dejar el cargo, por incluir datos inexactos y por omitir inexcusablemente información relevante con una multa de 10 a 30 UTM.

· Se agrega la sanción de suspensión sin goce de remuneraciones en caso de mantenerse el incumplimiento de declarar por un período superior a cuatro meses. De persistir en el incumplimiento, la sanción puede llegar, incluso, a inhabilidad especial temporal de sesenta y un días a tres años, para ejercer cualquier cargo o empleo público, sea o no de elección popular.
· Establece mayores sanciones para aquellos funcionarios o autoridades que hubiesen sido destituidos y que no cumplen con su obligación de actualizar sus respectivas declaraciones.
· Establece sanciones diferentes para los alcaldes y concejales, las cuales serán aplicadas por la Contraloría General de la República.

Las sanciones contempladas en la ley serán reclamables ante la Corte de Apelaciones respectiva, dentro de quinto día de notificada la resolución que las aplique.

7.3 Derecho Comparado 

En general, las infracciones al deber de emitir una declaración de patrimonio y/o intereses, en función de su gravedad, son las siguientes:

· Infracción por no presentación de declaración.

· Infracción por presentación de la declaración fuera de plazo.

· Infracción por falsificar información contenida en la declaración.  

Asimismo, las sanciones y consecuencias legales a que pueden quedar sujetos los infractores son:

· Prisión (EE.UU.).

· Multa (EE.UU., Francia) 

· Suspensión temporal del cargo (México, 

· Destitución o nulidad de la designación (España, México). 

· Restitución de cantidades percibidas indebidamente, cuando corresponda (España).

· Inhabilidad para ejercer cargos públicos (España, Argentina, México, Francia).

· Prohibición de ejercer todos o algunos derechos civiles (Francia).

· Otras medidas disciplinarias administrativas (Argentina).

· Entrega de los antecedentes a las autoridades judiciales respectivas (España, México).

En EE.UU.
, quien, a sabiendas, falsifique o no presente una declaración de patrimonio e intereses a la que esté obligado, podrá ser sancionado con una multa igual o inferior a 50.000 dólares y/o una pena de prisión no superior a un año. Asimismo, el Presidente, el Vicepresidente, los Secretarios de Estado, los jefes de cada agencia gubernamental, la Oficina de Administración de Personal, los comités de ética del Congreso y la Conferencia Judicial, podrán tomar otras medidas legales o reglamentarias que consideren adecuadas, en contra de toda persona que no presente la declaración o bien la falsifique. Por último, las personas obligadas a declarar que lo hagan después del plazo de 30 días que señala la ley, deberá pagar una multa de 200 dólares por el atraso. 
En Canadá
, el incumplimiento de la obligación de realizar las declaraciones reservadas, públicas o en resumen, o los cambios de situación patrimonial, son sancionadas con multa no superior a 500 dólares canadienses.

En España
, la presentación de declaraciones con datos o documentos falsos es una infracción muy grave y la no declaración de actividades y de bienes y derechos patrimoniales en los correspondientes Registros, habiendo sido apercibido el interesado, constituye una infracción grave. Ambas se sancionan con la declaración del incumplimiento de la ley y su publicación en el Boletín Oficial del Estado. Además, la sanción por infracción muy grave comprende las siguientes sanciones: destitución en los cargos públicos que ocupe el infractor; no percepción de la pensión indemnizatoria, cuando ésta esté aparejada al cargo correspondiente; restitución de las cantidades percibidas indebidamente; y la prohibición de nombramiento en cargo público alguno durante un periodo de entre 5 y 10 años.
Por último, es infracción leve la no declaración de actividades o de bienes y derechos patrimoniales dentro de los plazos establecidos, una vez subsanada la omisión pos requerimiento.

Si las infracciones pudieran ser constitutivas de delito, deberá ponerse los antecedentes en conocimiento del Fiscal General del Estado.

En Argentina
, la falta de presentación de la declaración jurada en el plazo correspondiente debe ser intimada por la autoridad responsable para que el responsable cumpla con ello en el plazo de 15 días. En caso de tratarse de la omisión de declaración al ingreso a la función pública, el incumplimiento de la intimación se considera falta grave y da lugar a la sanción disciplinaria respectiva. Si se trata de la correspondiente al egreso, el responsable no puede ejercer nuevamente la función pública; todo lo anterior, sin perjuicio de otras sanciones que pudieren corresponder. 
En México
, si transcurrido el plazo no se hubiese presentado la declaración correspondiente, sin causa justificada, se suspenderá al infractor de su empleo, cargo o comisión por un período de 15 días. En caso de que la omisión en la declaración continúe por un período de 30 siguientes a la fecha en que hubiere sido suspendido el servidor público, la Secretaría declarará que el nombramiento o contrato ha quedado sin efectos. 
Para el caso de omisión, sin causa justificada, en la presentación de la declaración luego de la conclusión del cargo, se inhabilitará al infractor por un año.

El servidor público que en su declaración de situación patrimonial deliberadamente falte a la verdad, puede ser suspendido de su empleo, cargo o comisión por un período no menor de 3 días ni mayor de 3 meses, y cuando por su importancia lo amerite, destituido e inhabilitado de uno a cinco años, sin perjuicio de que la Secretaría formule la denuncia correspondiente ante el Ministerio Público para los efectos legales procedentes.
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